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RADICACIÓN: 666823104001-2019-00199-01

ACCIONANTE: HENRY ESPINOSA PINEDA 

ACCIONADO: ADRES Y OTROS 

DECISIÓN: MODIFICA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECOBRO ANTE EL ADRES / NO ES ASUNTO DE ÍNDOLE CONSTITUCIONAL QUE COMPETA RESOLVER U ORDENAR AL JUEZ DE TUTELA.
… si bien es cierto, los jueces de tutela ostentan amplias facultades -ultra y extra petita-, y en virtud de esas potestades es que radica la posibilidad (que también es un deber), de emitir todas las órdenes que considere pertinentes y necesarias para conjurar el menoscabo en los derechos invocados como vulnerados, también existe un “límite”, en el entendido de que la razón de ser de esa discrecionalidad y amplitud para adoptar las decisiones, como se dijo atrás, va dirigida necesariamente a la protección de las prerrogativas de rango fundamental, por ende, es lógico que dichas órdenes deben estar enmarcadas dentro de un análisis frente a ese tipo de derechos y sus mecanismos de salvaguarda; pero, lo que sí le está vedado al Juez constitucional es emitir órdenes de cara a análisis legales y reglamentarios que no tengan por fin esa protección de las garantías superiores. 

En el caso que nos ocupa, vemos que el mandato impuesto por la Juez Cognoscente en el numeral tercero de la sentencia revisada, en el sentido de otorgarle a la IPS San Vicente de Paul de Santa Rosa de Cabal, la posibilidad de ejercer un recobro ante la ADRES por los gastos en que incurra o incurrió por la prestación de los servicios de salud del señor Henry Espinosa Pineda, derivado del accidente de tránsito sufrido en meses pasados, va en contravía de lo dicho atrás, pues con ello lo único que se consigue es un “alivio” en la gestión de trámites administrativos en favor de la IPS, pero de ninguna manera está enfocada en menguar los malestares del titular de los derechos. (…)
Es de aclarar que la decisión de revocar el aludido numeral, no implica una exoneración de los deberes que eventualmente le asistirían a la ADRES, sino que es una mera declaración en el sentido de que no hay lugar en esta oportunidad a debatir un asunto cuya suerte futura se desconoce hasta ahora, y que la IPS deberá agotar, como es natural, todos los trámites administrativos ordinarios para ese fin.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE 2º INSTANCIA
Pereira, ocho (08) de noviembre de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 2:00 p.m.  
Aprobado por Acta No. 1018 
	Radicación: 
	666823104001-2019-00199-01

	Procedencia: 
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal  

	Accionante: 
	Henry Espinosa Pineda (con agente oficiosa) 

	Accionado: 
	Adres y otros 

	Decisión: 
	Confirma parcialmente 


ASUNTO: 
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la ADRES, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 27 de septiembre de 2019, en relación con la solicitud de amparo promovida por quien agencia oficiosamente los intereses del señor HENRY ESPINOSA PINEDA.
ANTECEDENTES:

La señora Claudia Espinosa Pineda instauró acción de tutela en contra del “Fosyga” (Sic.) hoy ADRES, propugnando por los derechos fundamentales de su hermano Henry Espinosa Pineda, en calidad de agente oficiosa. Los hechos en los cuales fundamentó su reclamo, se pueden sintetizar de la siguiente manera: 
· El día 8 de septiembre de 2019, el señor Henry Espinosa Pineda fue víctima de un accidente de tránsito ocasionado por una motocicleta que tras el suceso se dio a la fuga, por tal razón fue llevado de manera inmediata al Hospital San Vicente de Paul en Santa Rosa de Cabal, sin embargo, debido a la gravedad de las heridas y el impacto sufrido, el médico tratante dispuso que era necesario su traslado a un hospital de tercer nivel para la realización de exámenes complementarios, así como una cirugía, remisión que se estaba tardando más de la cuenta, en virtud de lo cual la accionante acudió a la presente acción para que se ordenara a la ADRES que realizara las gestiones administrativas para poder materializar el traslado. 

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal avocó conocimiento de la actuación mediante auto del 16 de septiembre de 2019, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social ADRES. Además ordenó la vinculación oficiosa de la EPS Salud Total, las Clínicas Comfamiliar, Los Rosales, Del Café y Pinares Médica, así como los Hospitales San Jorge de Pereira y San Vicente de Paul de Santa Rosa de Cabal.   
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 27 de septiembre de 2019:

“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud, la dignidad humana y seguridad social, del señor HENRY ESPINOSA PINEDA contra el HOSPITAL SAN VICENTE DE PAUL, por lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: ORDENAR a el HOSPITAL SAN VICENTE DE PAUL DE SANTA ROSA DE CABAL, que en el término de cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación de esta providencia, autorice y gestione la remisión del señor Henry Espinosa Pineda para la toma de ayuda diagnostica TAC DE CRANEO SIMPLE y la valoración por NEUROLOGÍA formulado por su médico tratante, sin ningún tipo de dilación administrativa.

TERCERO: Se faculta a la HOSPITAL SAN VICENTE DE PAUL para hacer el recobro ante el FOSYGA - FONDO DE SOLIDARIDAD Y GARANTIA HOY ADRES ADMINISTRADORA DE RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, por la atención que se le preste al señor Henry Espinosa Pineda como consecuencia del accidente de tránsito siempre, atendiendo lo expuesto con anterioridad…”
La decisión fue notificada a las partes, y específicamente a la impugnante, mediante correo electrónico del 30 de septiembre de 2019 a las 4:58 p.m. dirigido al buzón oficial de notificaciones de dicha entidad. 
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, el Asesor Jurídico de la ADRES presentó en las calendas del 4 de octubre de 2019 un memorial mediante el cual la impugnó. Para fundamentar su discrepancia, el recurrente señaló en síntesis que: 

1. En efecto es la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social -ADRES- la entidad encargada de asumir, entre otros, los gastos o costos por concepto de servicios médicos derivados de los accidentes de tránsito en aquellos eventos en que el vehículo no está asegurado o identificado, de modo que por regla general, el prestador de los servicios de salud que ha atendido a la víctima es quien está legitimado para ejercer el recobro por los gastos en que haya debido incurrir por dicho concepto. 

2. A pesar de lo anterior, el reconocimiento de los gastos en que incurra una EPS por tal razón está sujeto al trámite consagrado en el Decreto 780 de 2016, en virtud del cual la ADRES puede verificar la procedencia y viabilidad de dicho recobro, así como su porcentaje, pues de lo contrario, existiría un alto riesgo de incurrir en una mala utilización de los recursos del sistema de salud por pagos indebidos o incorrectos. 
3. La juez se extralimitó en sus funciones constitucionales, puesto que el tema del recobro escapa del problema jurídico de la acción, que no era otro que conjurar la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, misma que no le es imputable a esa entidad.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema Jurídico: 
Acorde con los argumentos de disenso propuestos por el recurrente en la impugnación, la Sala encuentra que el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si la Juez de instancia se extralimitó en su rol de Juez constitucional, al haber autorizado en sede de tutela el recobro de los dineros utilizados por la IPS demandada en la atención en salud del señor Henry Espinosa Pineda, con motivo del accidente de tránsito sufrido en días pasados. 
De igual manera, considera la Colegiatura que en el caso que nos ocupa surge un problema jurídico colateral, que se desprende del auto signado el 7 de octubre de 2019, por medio del cual la Juez de primer grado concedió la alzada, toda vez que allí se dejó constancia que dicha impugnación se había presentado de manera extemporánea, de tal suerte que deberá examinar esta Colegiatura si hay o no lugar a hacer pronunciamientos de fondo con respecto al recurso de marras.   

· Solución: 
Antes de entrar a dar solución al problema jurídico principal, la Sala considera que es necesario resolver la problemática coyuntural relacionada con la oportunidad en la presentación del recurso de impugnación, toda vez que como se anunció arriba, de ello depende la posibilidad de continuar con el estudio de fondo respecto a dicha alzada. 
En ese orden, y como punto de partida, debemos recordar que el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 dispone que: “Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato”. 

A su vez, el artículo 30 de la misma norma establece que: “El fallo se notificará por telegrama o por otro medio expedito que asegure su cumplimiento, a más tardar al día siguiente de haber sido proferido”. Por su parte, el artículo 4º del Decreto 306 de 1992 -para la interpretación de las disposiciones sobre el trámite de la acción de tutela- indica que serán aplicables a esta, los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en la actualidad Código General del Proceso; y a su vez, el inciso 2º, del artículo 5º, del Decreto 306 de 1992, dispone en cuanto a los fallos de tutela que la notificación deberá asegurar la eficacia de la misma, y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa.

En armonía con lo anterior, resulta de utilidad hacer alusión a lo establecido en el artículo 179 de la Ley 1437 de 2011, el cual expresa en su tenor literal que: 

“Las entidades públicas de todos los niveles, las privadas que cumplan funciones públicas y el Ministerio Público que actúe ante esta jurisdicción, deben tener un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones judiciales. 

Para los efectos de este Código se entenderán como personales las notificaciones surtidas a través del buzón de correo electrónico.”
Por otra parte, el artículo 302 del Código General del Proceso, aplicable por remisión normativa, establece acerca de la ejecutoria de las providencias que: “Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos”.
Teniendo en cuenta todo lo dicho hasta ahora, y trasladándolo a las actuaciones procesales que constan en el cuaderno de tutela, se observa que la decisión de primera instancia fue notificada mediante correo electrónico del lunes 30 de septiembre de 2019 a las 4:58 p.m., dirigida al buzón de notificaciones oficiales de la entidad recurrente. 
Ahora, como quiera que la jornada laboral y de atención al público en los Despachos Judiciales del Distrito Judicial de Pereira, a voces del Acuerdo CSJRA15-446 del 2 de Octubre del 2015 de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, funciona en el horario de lunes a viernes a partir de las 7:00 a.m. hasta las 12:00 p.m., y desde la 1:00 p.m. culminando a las 4:00 p.m., puede afirmarse que la notificación se surtió a la ADRES en el día hábil siguiente, esto es el 1º de octubre de 2019, por haberse remitido al buzón de notificaciones de la entidad en un horario NO HÁBIL para los servidores de la Rama Judicial; de allí, que los términos para impugnar la sentencia de primer grado en realidad transcurrieron los días 2, 3 y 4 de octubre de 2019, o sea, a partir del día siguiente al de su notificación. De allí que, como el escrito de impugnación se radicó en el Despacho de conocimiento el 4 de octubre de 2019, se puede concluir que el mismo no fue presentado extemporáneamente como de manera errada lo concluyó esa Célula Judicial. 
Superado entonces dicho obstáculo, la Sala procederá a revolver los argumentos de inconformidad presentados por la entidad recurrente en el escrito de impugnación, los cuales se concentran en afirmar que en la decisión de primera instancia la Juez A Quo abordó aspectos que escapan de la esfera de acción de los Jueces constitucionales, en tratándose de asuntos que por naturaleza tienen una vía administrativa específica para su debate, y porque además, no quedó demostrado que esa entidad hubiese incurrido en alguna acción u omisión que pueda considerarse trasgresora de las prerrogativas fundamentales del señor Espinosa Pineda. 
Respecto de tales afirmaciones, esta Corporación debe decir que si bien es cierto, los jueces de tutela ostentan amplias facultades -ultra y extra petita-, y en virtud de esas potestades es que radica la posibilidad (que también es un deber), de emitir todas las órdenes que considere pertinentes y necesarias para conjurar el menoscabo en los derechos invocados como vulnerados, también existe un “límite”, en el entendido de que la razón de ser de esa discrecionalidad y amplitud para adoptar las decisiones, como se dijo atrás, va dirigida necesariamente a la protección de las prerrogativas de rango fundamental, por ende, es lógico que dichas órdenes deben estar enmarcadas dentro de un análisis frente a ese tipo de derechos y sus mecanismos de salvaguarda; pero, lo que sí le está vedado al Juez constitucional es emitir órdenes de cara a análisis legales y reglamentarios que no tengan por fin esa protección de las garantías superiores. 
En el caso que nos ocupa, vemos que el mandato impuesto por la Juez Cognoscente en el numeral tercero de la sentencia revisada, en el sentido de otorgarle a la IPS San Vicente de Paul de Santa Rosa de Cabal, la posibilidad de ejercer un recobro ante la ADRES por los gastos en que incurra o incurrió por la prestación de los servicios de salud del señor Henry Espinosa Pineda, derivado del accidente de tránsito sufrido en meses pasados, va en contravía de lo dicho atrás, pues con ello lo único que se consigue es un “alivio” en la gestión de trámites administrativos en favor de la IPS, pero de ninguna manera está enfocada en menguar los malestares del titular de los derechos. 

A lo anterior, se debe aunar que la postura asumida por la Juez de primera instancia, desde cierto punto podría tomarse como un estímulo para la IPS, a pesar de la tardanza en que incurrió para gestionar el traslado del paciente, y aun así, se le está permitiendo la disminución de sus esfuerzos administrativos, sin que para ello exista justificación legal, porque no podemos olvidar que la norma, concretamente el Decreto 780 de 2016, tiene establecido un trámite específico para fines de recobro por los servicios de salud prestados a las víctimas de accidentes de tránsito. 

Ahora, tampoco es plausible efectuar, como así hizo la Juez A Quo, un juzgamiento previo por hechos futuros o sobrevinientes de los cuales se desconoce su suerte, y es que la presente acción no fue instaurada con ocasión de alguna acción u omisión en que hubiera podido incurrir la ADRES, y tampoco se conoce algún actuar reprochable atribuible a la misma que incida para hacerle extensivas las órdenes del fallo; de igual manera, no se puede presumir que dicha entidad se abstendrá en su momento de cubrir los gastos médicos derivados de la prestación de servicios de salud por accidente de tránsito, cuando ni siquiera hay constancia alguna que permita inferir que alguno de los sujetos intervinientes en la presente acción haya presentado reclamación o solicitud de recobro ante dicha entidad, y que haya recibido por respuesta una negativa en ese sentido. 

En ese orden de ideas, es factible concluir que la Juez de conocimiento se desvió un poco del problema jurídico concreto, y desde ese punto de vista, es claro que las órdenes impartidas, en lo que tiene que ver con la entidad impugnante, resultan ser innecesarias, en especial cuando no quedó acreditado, como ya se dijo, si la IPS ha presentado alguna reclamación ante la ADRES, como ocurriría en el escenario natural de las cosas.
Lo dicho hasta ahora es suficiente para concederle la razón a la entidad impugnante, por lo que se habrá de modificar la sentencia en el sentido de revocar el numeral tercero de la decisión impugnada, que reza: “… Se faculta a la HOSPITAL SAN VICENTE DE PAUL para hacer el recobro ante el FOSYGA - FONDO DE SOLIDARIDAD Y GARANTIA HOY ADRES ADMINISTRADORA DE RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, por la atención que se le preste al señor Henry Espinosa Pineda como consecuencia del accidente de tránsito siempre, atendiendo lo expuesto con anterioridad…”

Es de aclarar que la decisión de revocar el aludido numeral, no implica una exoneración de los deberes que eventualmente le asistirían a la ADRES, sino que es una mera declaración en el sentido de que no hay lugar en esta oportunidad a debatir un asunto cuya suerte futura se desconoce hasta ahora, y que la IPS deberá agotar, como es natural, todos los trámites administrativos ordinarios para ese fin.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia revisada, en el sentido de REVOCAR el NUMERAL TERCERO de la sentencia de tutela proferida el pasado 27 de septiembre de 2019, mediante la cual se concedió la solicitud de amparo constitucional deprecada por la agente oficiosa del señor HENRY ESPINOSA PINEDA, aclarando que tal decisión no implica una exoneración de los deberes que eventualmente le asistirían a la ADRES, sino que es una mera declaración en el sentido de que no hay lugar en esta oportunidad a debatir un asunto cuya suerte futura se desconoce hasta ahora, y que la IPS deberá agotar, como es natural, todos los trámites administrativos ordinarios para ese fin.      

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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